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			Prólogo

			Es probable que uno de los peores empleos que se pueden conseguir en el sector público sea el de Auditor Superior de la Federación, es decir, el responsable de fiscalizar el buen uso del dinero que gasta el gobierno.

			Imagina: la mayor parte de tu año se va en revisar cuentas y facturas, supervisar cómo tal o cual funcionario público usó los recursos que le asignaron, tratar de entender si se gastó bien o mal el dinero, verificar si se hizo la obra que se debía hacer o si se contrataron a las empresas correctas… El Auditor, tres veces al año, tiene la obligación de presentar reportes, en los que resume sus descubrimientos. Ahí consigna desvíos de fondos, obras mal construidas, contratos con empresas «fantasma», programas ineficientes. Y señala dependencias, estados, fechas en las que ocurrió cada presunto acto de corrupción.

			Pero todo este trabajo —en el que participan casi mil empleados al mando del Auditor— parece no importarle a (casi) nadie. O al menos eso dicen los números: En sus primeros 17 años de existencia, la Auditoría Superior de la Federación presentó 873 denuncias penales por mal uso de los recursos públicos (dinero desaparecido o mal empleado). Apenas 10 denuncias terminaron con un funcionario o un particular sometidos a juicio. Y ninguno de ellos fue condenado en estos 17 años.

			El problema no es que las denuncias hayan estado mal formuladas o que no hubiera pruebas suficientes. Simplemente la Procuraduría General de la República dice que «sigue investigando» los casos, aun cuando hayan pasado años y años. Les llaman «averiguaciones en integración».

			A cualquier lector, con toda razón, le pueden sorprender estos datos. No a un periodista. Porque quizá en eso se parece el trabajo del Auditor con el de los periodistas: documentas un caso de corrupción y es poco probable que algo ocurra. Con frecuencia, ante una denuncia plenamente documentada, un reportero se topa con el silencio de inculpados y autoridades. O, si tiene suerte, algún funcionario anuncia investigaciones «caiga quien caiga», en las que, finalmente, nadie cae. Terminan guardadas en algún archivo. Son también «averiguaciones en integración».

			* * *

			La investigación periodística que tienes en tus manos, y que prueba un fraude millonario operado desde el Gobierno Federal, es la suma del trabajo de estas dos profesiones que tienen tanto en común: periodistas y auditores.

			Estos últimos descubrieron —en 2011— lo que inicialmente era un «tímido» operativo para desviar recursos públicos. El cómo ha ocurrido puede explicarse en unas cuantas líneas, pero aquí están todos los detalles y recovecos que muestran cómo se opera hasta hoy.

			En resumen, los funcionarios aprovechan un hueco en la ley que les permite entregar dinero a universidades públicas —sin ningún tipo de concurso o supervisión— para que supuestamente realicen obras o den servicios que necesitan las dependencias. Pero estas universidades, que cobran una jugosa comisión por participar en el fraude, en realidad entregan el dinero a empresas «fantasma», que no debían recibir recursos públicos porque no tienen la capacidad o la personalidad jurídica para dar estos servicios o, simplemente, porque no existen. Por tanto, no se hacen las obras y el dinero desaparece.

			 Comenzó al final del sexenio de Felipe Calderón. Pero en la revisión de las cuentas públicas de 2013 y 2014, ya con el presidente Enrique Peña Nieto al frente del gobierno, la Auditoría Superior de la Federación mostró que el «tímido» operativo se había vuelto un enredado y gigantesco mecanismo, en el que participaban más de una decena de dependencias públicas y movía miles de millones de pesos.

			Ése fue el primer paso.

			Pero la Auditoría tiene un límite. No puede revisar las cuentas públicas a detalle y sólo muestra la punta de la madeja. Documenta un mecanismo y, en principio, debía tocarle a la Procuraduría General de la República desenredar esa madeja, lo que nunca ha hecho. Aun así, los indicios presentados en los informes de aquellas cuentas públicas mostraban suficientes elementos sobre los cuales había mucho que trabajar.

			Ahí entra el periodismo. 

			Si la Auditoría abrió la puerta y mostró que había universidades involucradas, si comprobó que un puñado de empresas eran fantasma y si dijo que podían haberse desviado unos 2 mil millones de pesos en 11 dependencias públicas, los periodistas Nayeli Roldán, Miriam Castillo y Manuel Ureste fueron más allá e investigaron todo el mecanismo del fraude hasta que no quedara duda.

			Revisaron y sistematizaron la información de 73 convenios entre dependencias públicas y universidades, presentaron más de medio millar de solicitudes de información, viajaron a 6 estados de la República, hicieron más de 100 entrevistas, investigaron a 186 empresas y cruzaron datos, no sólo de las oficinas públicas que armaron el fraude, sino también de la Secretaría de Economía, el Registro Público de Comercio, el Sistema de Información Empresarial Mexicano, Compranet, el Registro Único de Proveedores y Contratistas, el Servicio de Administración Tributaria y el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, por mencionar las más importantes.

			Usando las herramientas del periodismo pudieron ponerle nombre y apellido a los funcionarios involucrados y fijar el monto final del fraude en más de 7 mil millones de pesos, sólo en esos dos años. Con su trabajo, los tres reporteros  explican toda la ruta del dinero, desde su salida de cada oficina pública. Descubrieron cuánto recibieron las universidades como comisión y cuánto dinero se quedó en cada empresa. Probaron cómo operan las empresas fantasma y hasta el mecanismo que emplean para «rentar prestanombres».

			Hoy no queda duda del fraude ni de quiénes son los responsables.

			En cada una de las páginas de este libro podrán encontrarse estos datos y los documentos que avalan cada dicho. Es un libro de periodismo, sin rumores, filtraciones o cabos sueltos. Datos, pruebas, hechos.

			* * *

			¿El dinero defraudado fue a parar a los bolsillos de funcionarios públicos?

			Por el momento es todavía imposible saberlo. El periodismo no puede llegar hasta allá, porque no tiene las herramientas legales para investigar cuentas empresariales ni personales. Y las autoridades responsables de hacerlo, hasta la fecha de publicación de este libro, no han hecho prácticamente nada. 

			La pregunta, por tanto, sigue siendo: ¿Dónde quedó el dinero? No hay pruebas aún, sólo indicios y filtraciones. La hipótesis más sólida es que una parte se guarda en los bolsillos de los funcionarios y otra, la más importante, se usa para tratar de ganar elecciones.

			En México, como se ha probado una y otra vez, financiar un operativo electoral cuesta caro.

			¿Cuánto? Quizá el indicio más claro lo dio una investigación de la consultora Integralia, publicado en 2016, que muestra que en 2012 —año de la elección de Enrique Peña Nieto como Presidente de la República— el flujo de efectivo en el país aumentó 37 mil 374 millones de pesos de febrero a junio.1 Es decir, que la cantidad de billetes y monedas en circulación en poder del público creció en esa elección y que este crecimiento «es desproporcionado y sale de los patrones normales de demanda del dinero». Y cita dos datos que sirven para comparar: un año antes, el flujo había disminuido 2 mil 958 millones de pesos en el mismo periodo y un año después, en 2013, disminuyó en 5 mil 119 millones de pesos.

			Sucede lo mismo en cada elección estatal o federal. En 2015, año de elecciones intermedias, el flujo de efectivo volvió a aumentar, ahora a 28 mil 956 millones de pesos. Este aumento «puede deberse a actividades relacionadas con el proceso electoral». El propio Banco de México dice que existe «un efecto temporal que la celebración de elecciones en nuestro país tiene sobre la demanda del dinero». La consultora probó que en elecciones para gobernador de diversos estados ocurrió igual.

			Otra madeja que habrá que desenredar. Pero al menos estos números dan idea del tamaño del problema.

			* * *

			Unas líneas más arriba decía que el trabajo de los auditores y los periodistas tiene algo en común: no es fácil conseguir que paguen los corruptos.

			La Estafa Maestra es un buen ejemplo. La Auditoría Superior de la Federación reveló un mecanismo para desviar recursos en el gobierno federal. Animal Político y Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, a través del trabajo de tres de sus periodistas, documentaron y explicaron en qué consiste el fraude, quiénes intervinieron, cuánto dinero desaparecieron y cómo lo hicieron. El resultado está en este libro.

			Los funcionarios, sin embargo, siguieron en sus cargos y el dinero —cuyo destino final no se conoce— no ha sido restituido.

			En México, la sanción legal tarda. O puede no llegar, como sucede en la mayoría de los casos, porque la impunidad es «la marca de la casa». Son corruptos porque pueden y porque no pasa nada.

			Pero auditores y periodistas tendremos que insistir en documentar el mal uso y el desvío de recursos públicos y en señalar a los responsables. En ambos casos con el rigor y la precisión como armas principales, con la claridad: la esencia del servicio que puede dársele a ciudadanos-lectores.

			Hacerlo, de eso hay que estar convencidos, es dar al menos un paso para acabar con la impunidad.

			Ahí no acaba el trabajo. A los lectores les toca la sanción política y social. También aumentar el volumen de la exigencia de que paguen los responsables.

			Esos son los pasos clave para acabar con los graduados en desaparecer dinero público.

			DANIEL MORENO

			Director de Animal Político

			

NOTAS

			
				
					1 Integralia, Aumenta uso de dinero en efectivo en periodos electorales, Integralia, 1 de junio de 2016. En: http://integralia.com.mx/content/publicaciones/021/Aumenta%20Efectivo%20en%20Elecciones%20(Integralia,%20junio%202016).pdf.

				

			

		


		
			Introducción

			Imagina que el representante de tu colonia te pide una donación para tus vecinos que, literalmente, no tienen qué comer. Tú aceptas y cooperas. Él junta el dinero y lo entrega a un «amigo» para que compre y prepare los alimentos, quien no puede hacerlo solo y para ello contrata a varias personas, pero antes cobra una comisión. Por tu parte, decides echar un vistazo en la casa donde se preparará la comida, pero al llegar a la dirección descubres que en realidad es un lote baldío en donde no hay personas ni alimentos. Preguntas al representante de la colonia por el dinero, pero te responde que le otorgues un voto de confianza. Te da su palabra de que la ayuda sí llegó a los más necesitados. Después de un tiempo olvidas el asunto, pero un día encuentras al representante de tu colonia repartiendo tortas entre los vecinos pobres a cambio de que voten por él para repetir en el cargo. Y, entonces, nuevamente te preguntas ¿dónde quedó el dinero? 

			En realidad esta historia no la tienes que imaginar porque sí ocurrió. Pero no la protagoniza el representante de tu colonia, sino el gobierno de México.

			Así que estas «donaciones», más bien, son los impuestos que te descuentan de tu nómina o el IVA (Impuesto al Valor Agregado) que pagas por cada cosa que compras. De esta manera, la Secretaría de Hacienda los recaba y se convierten en recursos públicos que reparte entre las dependencias federales. Tus impuestos (en teoría) regresan a ti por medio de servicios e infraestructura públicos.

			Pero esto no siempre ocurre. El Gobierno Federal encontró, hace tiempo, un modus operandi para desviar este dinero, y darle otro uso. Lo que funciona así: las dependencias de gobierno inventan supuestos servicios, por ejemplo, hacer un concierto o dar apoyos a campesinos y escogen a ciertas universidades para que lo lleven a cabo; obviamente, éstas no pueden cumplir, pero cobran una comisión y luego contratan a otras empresas para que lo hagan. Dichas compañías tampoco proporcionan los servicios mencionados porque no son reales, sólo existen en un papel, no tienen empleados, oficinas ni capital. Son lo que llaman «empresas fantasma». Y el dinero público (tus impuestos) simplemente desaparece. 

			Desde el año 2011, el Gobierno Federal ha llevado a cabo este fraude una y otra vez, sin que nadie lo detenga y, mucho menos, que los autores intelectuales y materiales sean castigados. 

			De esta forma, la investigación titulada La Estafa Maestra se concentró en analizar 73 convenios hechos por 11 dependencias federales —tan variadas como la Sedesol (Secretaría de Desarrollo Social), Banobras (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos) o Pemex (Petróleos Mexicanos)— con ocho universidades públicas como la Autónoma de Morelos o la del Estado de México, todo ello sólo entre los años 2013 y 2014. 

			Dichos convenios eran para proveer servicios como repartir despensas, supervisar pozos petroleros o instalar la red de internet, que en conjunto suman 7 mil 670 millones de pesos. 

			En perspectiva, este dinero alcanza para que 26 mil jóvenes cursen una carrera universitaria de cuatro años en la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) y casi es equivalente al presupuesto que el Fondo Nacional de Desastres Naturales (FONDEN) destinó para la reconstrucción de Chiapas y Oaxaca, tras los sismos de 2017 que dejaron 250 mil personas sin hogar. 

			Del dinero total de los convenios, 5 mil 208 millones terminaron en 150 empresas ilegales y, por tanto, no se cumplió con los servicios. Y mil millones más se canalizaron a las ocho universidades que actuaron como intermediarias. 

			Como consecuencia, tus impuestos no se tradujeron en servicios ni infraestructura pública. 

			Cabe decir que esto sólo es una muestra, pues el universo de desvío podría ser cuatro veces mayor, porque en el sexenio del presidente Enrique Peña Nieto las dependencias federales hicieron 2 mil 81 convenios de este tipo con universidades públicas que suman 31 mil millones de pesos. Es decir, sólo investigamos a profundidad 3.5% del dinero. Dicha cifra es mayor que el presupuesto que ha sido asignado en 2018 para atender a 12 millones de afectados por los sismos de 2017 en Chiapas, Oaxaca, Tabasco, Estado de México, Tlaxcala, Hidalgo, Ciudad de México, Puebla, Morelos y Guerrero.

			La mala noticia es que no hay un solo responsable en la cárcel por los desvíos; peor todavía, nadie ha enfrentado siquiera un juicio penal por ello. 

			Para empezar, los funcionarios de algunas de las dependencias involucradas en La Estafa Maestra integran el primer círculo del presidente Enrique Peña Nieto: su primo, Alfredo del Mazo, era el director de Banobras, quien más tarde asumió la gubernatura del Estado de México. Emilio Lozoya, exdirector de Pemex, fue el encargado de asuntos internacionales en su campaña presidencial y Rosario Robles encabezó la principal acción de su gobierno en el combate a la pobreza como secretaria de Desarrollo Social. 

			Por el momento, dichos funcionarios están protegidos porque los operadores de los convenios son mandos medios y bajos de las dependencias, y ningún secretario firmó documento alguno que los incrimine directamente. Sin embargo, ¿cómo podría pasar desapercibido que miles de millones de pesos desaparecieran de sus dependencias? En el proceso también hubo otros actores que encubrieron la estafa. Aunque en cada dependencia existen órganos internos de control —encargados de vigilar la actuación de los funcionarios y la asignación de recursos públicos—, ninguno denunció el desvío, como tampoco lo hizo el oficial mayor de cada secretaría, el cual se encarga de administrar el presupuesto. Solamente la Auditoría Superior de la Federación detectó las irregularidades e, incluso, interpuso 20 denuncias penales ante la Procuraduría General de la República (PGR) por la presunción de delitos cometidos que, según especialistas fiscales, se tipifican como fraude y crimen organizado. 

			Otra mala noticia es que hay poca probabilidad de que los responsables sean investigados y sentenciados, pues la PGR ha recibido 873 denuncias penales por presuntos desvíos de recursos públicos a lo largo de 17 años, pero sólo 10 de ellas llegaron a juicio y, en ningún caso, alguien ha pisado la cárcel. 

			El esquema de uso de recursos antes referido viola la Ley de Adquisiciones tanto como la Constitución, la cual ordena administrar los recursos públicos con eficacia y aplicarlos en los objetivos destinados, de modo que el deslinde de responsabilidades tendría que seguir la cadena de mando para investigar a todos los actores involucrados, incluso por omisión. Esto es una «trama delictiva» y se debería investigar como tal, así lo advierte el especialista en Derecho Fiscal Luis Pérez de Acha.

			Todos estos elementos demuestran que La Estafa Maestra no es sólo un modus operandi de desvío de recursos, sino la prueba fehaciente del sistema de corrupción e impunidad en el país, cuya existencia se explica por la participación de diferentes niveles de gobierno. No se trata de un político malandrín ni de una manzana podrida, como ha intentado hacerse ver cada acto de corrupción. En este sistema, los funcionarios de distintos niveles violan la ley y desvían recursos porque saben que nunca serán juzgados, porque en los órganos encargados de investigar también hay cómplices. El sistema permite que se actúe con plena libertad, ya que todo está dispuesto para que sea más fácil corromper que cumplir con la ley, y la impunidad resulta el mejor aliciente para hacer de la corrupción la norma y no la excepción.

			En este engranaje cada uno toma su posición. El presidente nombra a sus secretarios de Estado, la Secretaría de Hacienda distribuye el presupuesto, las dependencias desvían los recursos a empresas fantasma, que, a su vez, pasan desapercibidas ante el Servicio de Administración Tributaria (SAT). Las operaciones irregulares tampoco son detectadas por la unidad de inteligencia de Hacienda, misma que está encargada de investigar el lavado de dinero. La Auditoría Superior de la Federación (ASF) sí denuncia penalmente, pero la PGR no avanza en las investigaciones. La Secretaría de la Función Pública supuestamente inició procesos de «responsabilidad administrativa», pero no dice de qué tipo ni contra quiénes. Mientras que el Poder Legislativo, que podría servir de contrapeso, tampoco hace el mínimo intento por exigir cuentas a las autoridades responsables. 

			Aunque en mayo de 2015 hubo reformas constitucionales en materia de prevención y combate a la corrupción, por las cuales se creó el Sistema Nacional Anticorrupción, hasta 2017 éste no operaba completamente y, por tanto, tampoco ha investigado. Con el fin de asegurar su imparcialidad, el sistema estaría integrado por cuatro «cabezas», en las cuales lo mismo participarían miembros de la sociedad civil, el Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información, los titulares de la fiscalía anticorrupción o el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el cual está encargado de emitir sanciones para quien cometa actos de corrupción. Pero el Senado —de mayoría priista— eligió para presidir este último a Carlos Chaurand Arzate, un militante del Partido Revolucionario Institucional (PRI) y exconsejero político del partido. Mientras que el fiscal anticorrupción aún no había sido nombrado hasta diciembre de 2017.

			La investigación comprueba la utilización de empresas fantasma por parte del Gobierno Federal para desviar recursos públicos, pero seguir el resto de la ruta del dinero le corresponde a la unidad de inteligencia financiera de Hacienda, a la PGR, al SAT (Servicio de Administración Tributaria) y a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, las cuales tienen acceso directo a las cuentas bancarias de dichas empresas, por medio de las cuales pueden conocerse los nombres de los beneficiarios finales del fraude. Sólo falta que quieran hacerlo. 

			Sin embargo, otra investigación periodística ha dado más pistas del destino final del dinero en este tipo de esquemas. The New York Times y el periódico Reforma, en México, revelaron que la Secretaría de Hacienda, a cargo de Luis Videgaray —personaje cercano al presidente Peña Nieto— trianguló recursos públicos de los gobiernos de Chihuahua, Tamaulipas y Veracruz hacia el PRI para financiar sus campañas electorales en 2016.

			La Fiscalía de Chihuahua había comprobado que el modus operandi del exgobernador priista César Duarte consistió en destinar 250 millones de pesos de recursos públicos para realizar supuestos cursos educativos, pero se contrató a empresas fantasma. Por lo que los servicios no se hicieron y el dinero terminó en las cuentas del PRI. 

			Las campañas electorales, en teoría, también deberían ser vigiladas por las instituciones para evitar financiamientos ilegales. Así, el Instituto Nacional Electoral (INE) encontró irregularidades y gastos de campaña superiores a lo permitido legalmente en 2016, pero el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación resolvió que no había tales y avaló dichos procesos electorales. 

			De esa manera, pues, el entramado de corrupción está completo.

			La Estafa Maestra es el resultado de una investigación periodística que incluyó, entre otras cosas, analizar 186 empresas en nueve fuentes de información, visitar 107 direcciones, entrevistar a más de una centena de personas, hacer 517 solicitudes de información y rastrear el dinero de cada empresa. Todo lo cual recrea a detalle cada uno de los pasos que siguieron los actores del Gobierno Federal y sus cómplices para desviar tus impuestos.

		


		
			I

			La Estafa Maestra:
el sello del Gobierno Federal

			Nayeli Roldán
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			La casa de Francisco no tiene aire acondicionado. Con los 50 grados centígrados que alcanza el sureste mexicano sería tan indispensable como tener agua potable o un refrigerador, pero en esta ranchería de Villahermosa, Tabasco, es un lujo que no se puede dar. En esta ciudad algunas personas tienen lo indispensable para vivir, otros, la mayoría, tienen menos. Por eso todavía hay familias que viven en zonas de casas con piso de tierra, sin drenaje, sin luz. Las calles no tienen nombre ni las viviendas numeración, pero se puede dar con cualquiera de las personas que las habitan sólo preguntando por sus apellidos. 

			Así vive Francisco, el dueño de una empresa que —según documentos oficiales— ganó 500 millones de pesos en contratos con Pemex, la principal productora de energéticos en México. Luis, un campesino de unos 50 años, con  jeans desgastados y playera raída, es su vecino. Guarda silencio, como si meditara, cuando los reporteros le preguntan por el empresario. Encoge los hombros y menea la cabeza para decir que no, que en este lugar no podría vivir ningún millonario.

			Los reporteros sacan sus cuadernos y repiten con cuidado, casi deletreando palabra por palabra, el nombre y los apellidos de Francisco; Luis asiente y admite que los datos son correctos, pero no entiende cuál es el error. 

			Ante la insistencia sobre la supuesta fortuna de Francisco, el campesino no puede más y, sin el menor rubor, suelta una risotada que espanta hasta al perro famélico que dormitaba bajo la sombra de una vieja camioneta. 

			 —Lo único que yo sé —dice alzando la palma de la mano derecha— es que Francisco trabaja en la escuela de otra ranchería que está por aquí cerca. 

			—Ah… ¿él es maestro? —pregunta cándido uno de los reporteros.

			—No, no. Él trabaja haciendo la limpieza. 

			* * *

			El conserje apoya las manos grandes y robustas en el trapeador. La expresión de su rostro moreno, con una descontrolada barba negra y espesa, se congela al ver entrar a los extraños. A quemarropa, los reporteros le sueltan a Francisco que están investigando a empresas que recibieron cientos de millones de pesos de parte del Gobierno Federal por medio de un fraude, entre ellas Maheca, en la cual él aparece como socio fundador. 

			Al escuchar «investigación» y «fraude», el hombre corpulento que apenas rebasa los 40 años arruga el ceño y tensa la mandíbula cuadrada, propia de un boxeador de peso wélter. Mueve un pupitre de hierro como si fuera de papel y pregunta a la reportera si puede echarle un vistazo al cuaderno donde viene escrito el nombre de la compañía. Francisco carraspea inquieto, clava sus macilentos ojos negros en el suelo y, al fin, con un gruñido arisco, admite que «sí». Que sí firmó documentos para crear esa empresa.

			—¿Cómo fue que acabó en esa empresa? —comienza el bombardeo de preguntas al conserje, cuyo verdadera identidad queda protegida para evitar represalias en su contra. 

			—Unos contadores me solicitaron que los apoyara. Y yo les hice el favor. Eso fue todo.

			—Pero usted aparece como dueño de la empresa…

			—Sí, pero la empresa era de ellos. La querían para prestar unos servicios, eso fue todo lo que me explicaron. 

			—¿Le pagaron por ese apoyo? 

			Francisco cruza los brazos. 

			—Nada —dice súbitamente irritado—. Ya les dije que fue un favor.

			—¿Y no sabía que si esa empresa cometía un fraude, usted podría verse involucrado por hacer un favor a cambio de nada?

			—Claro —admite presto, como si ya esperara esa pregunta—. Cuando me asesoré con otros abogados, ellos me dijeron: «Salte de ahí porque esa compañía camina mal». 

			En este punto, se le pide a Francisco más información sobre los contadores: ¿Quiénes eran? ¿De dónde venían? ¿Qué le ofrecieron? ¿Lo amenazaron para que firmara? ¿Lo engañaron? 

			El conserje se limpia el sudor de la frente con la punta de los dedos, tiene la playera empapada. Está nervioso y quiere que los reporteros se vayan, pero no logra deshacerse de ellos. Durante varios segundos escucha las preguntas, y a cada una responde negando con la cabeza y diciendo que no sabe nada. 

			—Si ustedes están investigando, deben estar conscientes de lo que pasa y de lo que puede suceder.

			—¿De verdad usted no ganó nada de los 500 millones? —le repreguntan. 

			Francisco sonríe fastidiado. Agarra con desgana el trapeador y contesta con otra pregunta.

			—Si yo tuviera todos esos millones, ¿de verdad creen que estaría trapeando el suelo de esta escuela?

			Francisco es un prestanombres. La compañía que ayudó a crear es una de las 186 empresas que recibieron 7 mil 670 millones de recursos públicos y que violaron la Ley de Adquisiciones. Y aún pero: 5 mil 208 millones de pesos terminaron en empresas fantasma. El dinero simplemente desapareció.

			Sólo entre 2013 y 2014, 11 dependencias del Gobierno Federal tuvieron como cómplices a ocho universidades para simular servicios dirigidos a los más pobres del país, tales como distribuir despensas, entregar apoyos a campesinos y hasta supervisar pozos petroleros. El dinero se entregaba a las empresas, la mayoría ilegales, y los servicios no se cumplían. Lo peor es que el Gobierno Federal repitió este esquema de desvío una y otra vez durante seis años sin que nadie lo detuviera. Pero La Estafa Maestra es sólo la punta del iceberg de un fraude que podría alcanzar los 31 mil millones de pesos, monto total de los 2 mil 81 convenios del mismo tipo que hicieron las dependencias con universidades estatales entre 2012 y 2016. 

			Las dependencias con los mayores desvíos en La Estafa Maestra son Pemex, Sedesol y el Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, entonces dirigidas por Emilio Lozoya, Rosario Robles y Alfredo del Mazo, respectivamente, todos parte del primer círculo del presidente Enrique Peña Nieto. También están la Secretaría de Educación Pública (SEP), encabezada por Emilio Chuayffet; la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), a cargo de Enrique Martínez; el Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (FOVISSSTE), con José Reyes Baeza Terrazas; el Instituto Nacional para la Educación de los Adultos (INEA), con Alfredo Llorente Martínez; el Registro Agrario Nacional (RAN), con Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez; la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT), con Gerardo Ruiz Esparza; la Secretaría de Economía (SE), con Ildefonso Guajardo, y el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (Senasica), con Enrique Sánchez Cruz.

			Mientras que las universidades que actuaron como bisagras del fraude son la Universidad Autónoma del Estado de México y su Fondo de Fomento y Desarrollo de la Investigación Científica y Tecnológica (Fondict); la Universidad Autónoma del Estado de Morelos, la Universidad Autónoma del Carmen, la Universidad Popular de la Chontalpa, la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco, la Politécnica del Golfo de México, el Instituto Superior de Comalcalco y el Instituto Tecnológico de Tabasco.

			El gobierno federal, el maestro

			El exgobernador de Veracruz, Javier Duarte, enfrenta desde 2017 un juicio por delincuencia organizada y lavado de dinero. En su gobierno operó un burdo mecanismo de empresas fantasma para desviar 645 millones de pesos de recursos públicos, tal como lo documentó la publicación digital independiente Animal Político en un reportaje en mayo de 2016.1

			Pero Duarte se queda corto, pues comparado con el Gobierno Federal resulta sólo un aprendiz. El esquema del exgobernador veracruzano es simple: utilizar a promotores del voto del PRI, gente pobre de las periferias, que —sin saber— firmaron papeles para crear 23 empresas con dirección e información fiscal falsas; luego, las compañías fueron enlistadas como proveedoras del gobierno estatal y los funcionarios cercanos al gobernador les entregaron contratos de manera directa.

			El Gobierno Federal, en cambio, aplica un esquema más sofisticado con el que desvió 11 veces más dinero que el exgobernador Duarte: 7 mil 670 millones de pesos, utilizando a 11 dependencias, ocho universidades públicas y 186 empresas. Para lograrlo, primero violaron la Ley de Adquisiciones, pues en lugar de hacer licitaciones y que las empresas entraran a concurso, las dependencias hicieron 73 convenios con universidades públicas para brindar supuestos servicios que no pudieron cumplir, tales como: comprar y distribuir despensas en los municipios más pobres del país, mejorar servicios para derechohabientes o instalar la red de teléfono e internet en oficinas de gobierno. Posteriormente, las universidades contrataron o —en casos más burdos— sólo entregaron el dinero a empresas y éstas a otras más, formando un entramado que suma hasta 12 compañías en un solo contrato. Aunque los servicios no se hacen, las instituciones educativas cobran mil millones de pesos solamente por servir de intermediarias, lo que en sí mismo implica un sobrecosto por los servicios.

			El dinero se entrega así a 186 compañías, de las cuales, 150 son ilegales porque no cumplen con los requisitos para operar, sus direcciones en realidad son lotes baldíos, casas particulares, están desmanteladas o, simplemente, nunca existieron. Los supuestos dueños en realidad son amas de casa, comerciantes, mecánicos o conserjes que fueron alquilados como prestanombres. 

			En resumen, se trata de «una trama delictiva», dice Luis Pérez de Acha, quien es integrante del Comité de Participación Ciudadana (CPC) del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA). Todos los implicados actuaron con plena intención de desaparecer los recursos públicos y eso, afirma, es un delito.

			Por su parte, Juan Manuel Portal, titular de la Auditoría Superior de la Federación entre 2010 y 2017, coincide: esto es «un fraude». Se trata de «una simulación muy burda», que no sólo sirve para el desvío, sino para «desaparecer recursos públicos, lo que provoca un crecimiento de la corrupción». Portal sabe bien de lo que habla, en los informes de la Cuenta Pública, desde 2011, la Auditoría alertó sobre este esquema de desvío —en el último año de la administración de Felipe Calderón— y su repetición en los cinco años siguientes —en el sexenio de Enrique Peña Nieto—. Incluso interpuso 14 denuncias penales ante la Procuraduría General de la República en 2013; pero cuatro años después la investigación ni siquiera había pasado a juicio y, por tanto, hasta 2017 ningún presunto responsable había sido procesado.

			La Estafa Maestra tomó como punto de partida los informes de la Cuenta Pública de 2013 y 2014, en los cuales estaban ubicadas las dependencias y universidades implicadas, así como el nombre de las compañías subcontratadas. Sin embargo, éstas últimas no fueron investigadas porque la Auditoría carecía de facultades legales para auditar a privados. De este modo, La Estafa Maestra da el siguiente paso: seguir el rastro a las empresas. Las 186 compañías fueron buscadas en nueve fuentes de información oficial y en sus domicilios registrados en seis entidades: Ciudad de México, Tabasco, Campeche, Estado de México, Nuevo León y Chiapas.

			Una muestra del sistema de corrupción

			La Estafa Maestra no es lo más grave de todo esto. Este fraude sistemático es el resultado de un sistema de corrupción sostenido, avalado y encubierto desde todos los órdenes de gobierno y su consecuencia más visible es la impunidad. Para ello, una muestra: ninguna dependencia de gobierno ha estado exenta de señalamientos por manejo irregular de recursos públicos en las revisiones de la Auditoría Superior de la Federación durante 17 años. Y ocurre así porque «hay muchos incentivos perversos», sentencia la académica e investigadora de The Wilson Center, Viridiana Ríos; el factor más relevante, dice, es la impunidad. Por eso, la corrupción parece la regla y no la excepción. El desvío de recursos es el modus operandi de una clase política que se sabe protegida desde la cúpula, porque la estructura funciona para encubrir a los corruptos, no para castigarlos.

			La Secretaría de la Función Pública —encargada de vigilar a los funcionarios y auditar los recursos públicos— dijo que ya sabía del fraude, pero lo único que hizo desde 2013 fue «iniciar» procedimientos de responsabilidad administrativa contra 10 funcionarios e investigaba a 40 más, sin revelar sus nombres.

			Aunque los funcionarios medios y bajos son quienes firman los documentos, los verdaderos responsables son los secretarios de Estado. Así sea por «omisión», ellos deben rendir cuentas por los desvíos, afirma Juan Manuel Portal. Sin embargo, los titulares de las dependencias son nombrados por el presidente y, en este caso, además, son allegados a Enrique Peña Nieto, incluso por lazos sanguíneos, como su primo, Alfredo del Mazo. Por su parte, Emilio Lozoya, fue el operador financiero de su campaña presidencial y Rosario Robles, dirigió la principal estrategia de su gobierno contra la pobreza.

			Como indica Luis Pérez de Acha, experto en Derecho Constitucional, Fiscal y Administrativo, las autoridades encargadas de investigar La Estafa Maestra son la Procuraduría General de la República, la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) de la Secretaría de Hacienda y el Servicio de Administración Tributaria, dados los posibles delitos de peculado y lavado de dinero. Pese a ello, no lo hacen. El entonces procurador, Raúl Cervantes, exsenador por el PRI, renunció al cargo en octubre de 2017 y el puesto quedó vacante durante meses. Asimismo, el secretario de Hacienda era José Antonio Meade, quien renunció para ser candidato a la presidencia por el PRI en las elecciones de 2018. Y al frente del SAT se encontraba Osvaldo Santín, exsubsecretario de egresos en el Estado de México cuando Enrique Peña Nieto fue el gobernador de la entidad.

			Por eso es que aunque la Auditoría Superior de la Federación cumplió con la fiscalización y las denuncias, la cadena se rompe en la PGR. De las 872 denuncias penales que hubo entre 2010 y 2017 por presuntos ilícitos de funcionarios públicos, sólo 10 casos llegaron a juicio, pero ningún probable responsable ha sido procesado.

			Para José López Presa, excomisionado del IFAI y consultor externo de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), el sistema de corrupción es un pago de favores que «perpetúa el proceso de impunidad». La sospecha, dice, es que el dinero desviado termina en las campañas electorales. «La estructura viene desde los partidos políticos que se alían a los gobiernos y se convierte en un círculo vicioso». Primero, los partidos se hacen de dinero ilícito y cuando llegan al poder «se siguen corrompiendo para pagar los favores». La única manera de acabar con la corrupción es mover la estructura y sólo se logrará con «independencia y autonomía de los fiscales, los tribunales y a que los más capacitados, los más honestos lleguen a los puestos clave», afirma López Presa, también integrante del Comité de Participación del Sistema Nacional Anticorrupción.

			Violar la ley, la constante

			¿Cómo es que el dinero público termina en empresas ilegales? Fácilmente: se viola de manera sistemática la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.2 En lugar de hacer licitaciones y poner a diferentes empresas a competir por la prestación del servicio —como lo establece la legislación—, las dependencias establecieron 73 convenios con universidades públicas para adquirir estos supuestos servicios. Lo que no es ilegal, de hecho es una excepción prevista en el artículo 1ro de la Ley para evitar burocracia. Así se permite a entidades públicas contratarse entre sí sin hacer licitación, siempre y cuando las entidades contratadas realicen al menos 51% del servicio, porque —en teoría— tienen la competencia y experiencia para hacerlo.

			Pero la excepción está pensada para que, por ejemplo, una universidad haga un estudio de impacto ambiental o un análisis de políticas públicas, la labor educativa nada tiene que ver con los servicios contratados en estos casos, como organizar conciertos o afiliar a beneficiarios de programas sociales. De modo que las universidades subcontratan a terceros la totalidad de esos servicios en los 73 convenios analizados y, sólo por la intermediación, cobraron una comisión de entre 10 y 15% del total del convenio. Lo que suma mil millones de pesos en comisiones. Además, 150 de las compañías elegidas son ilegales, lo que de acuerdo con condiciones previstas en la ley les habría impedido obtener contratos públicos y, peor aún, la mayoría ni siquiera hizo el servicio contratado.

			Pero ¿quién seleccionó a estas empresas? Nadie quiere responderlo frente a una grabadora. Sin embargo, personal de las universidades —que accedió a hablar a condición del anonimato— dice que los funcionarios las «indicaron». Más allá de esto, las universidades se prestaron «a hacer esta simulación de trabajos», según sostiene el exauditor federal, Juan Manuel Portal. La corrupción tocó, entonces, hasta a entidades prestigiosas como las instituciones de educación superior y «no existe justificación» alguna. 

			Además, las universidades significaron un atractivo adicional dado su régimen fiscal de excepción, pues son consideradas como personas morales no lucrativas porque —en teoría— no hacen negocios. Y por eso no están obligadas a realizar la «declaración informativa de operaciones» con sus proveedores ante el SAT, como sí deben hacerlo las empresas lucrativas.3

			Por lo demás, este esquema también incumple con la Constitución Mexicana, dice Portal. El artículo 134 establece que los recursos económicos de que disponga el Gobierno en todos sus niveles «se administrarán con eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados».4

			Los pobres, campesinos y analfabetas, el pretexto

			La empresa ESGER Servicios y Construcciones, S. A. de C. V. es el ejemplo más claro del sofisticado desvío: sin firmar un solo contrato ni realizar servicio alguno recibió 683 millones de pesos de la Cruzada Nacional Contra el Hambre, la cual es la principal estrategia de combate a la pobreza del presidente Enrique Peña Nieto.

			Así, la Sedesol entregó 2 mil 224 millones de pesos a la Universidad del Estado de México y a la Autónoma del Estado de Morelos a través de 10 convenios firmados entre 2013 y 2014 para realizar servicios como compra y entrega de despensas, la organización de un concierto y la distribución de gorras, botas y juguetes en los municipios más pobres del país. 

			Pero el dinero se repartió como botín. Por su parte, las universidades se quedaron con 215 millones de pesos y el resto lo entregaron a 11 empresas que también cobraron una parte del dinero y lo demás lo transfirieron a ESGER, una compañía creada en marzo de 2011 y dedicada a la «gerencia de proyecto y construcción de todo tipo de obras, incluyendo industriales, farmacéuticas, comerciales, edificios corporativos, desarrollos turísticos e inmobiliarios», según su acta constitutiva.
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